Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 15 minutos) 

Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Invitación para la jornada de discusión sobre Sustentabilidad Democrática enmarcada en el proceso de 
construcción de la Estrategia Nacional para la Infancia y la Adolescencia (ENIA) que impulsa el Comité de 
Coordinación Estratégica, a llevarse a cabo el miércoles 1* y jueves 2 de octubre entre las 9:00 y las 18:00 
y las 9:00 y 13:00 horas respectivamente en el IMPO. 


- Invitación de la Asociación de Rehabilitación e Integración del Lisiado para el 20% Encuentro 
Nacional de Personas con Discapacidad, que se desarrollará los días 10, 11 y 12 de octubre en 
Mercedes, Soriano. 


- Mensaje vía celular invitando a la jornada que se realiza en el día de hoy, hasta la hora 19, 
sobre Diversidad Sexual, organizada por el Ministerio de Educación y Cultura y el Centro de Estudios 
de Género y Diversidad Sexual. 


- A solicitud de la señora Senadora Percovich, se repartió un CD conteniendo los Cuadernos 
de Estrategias Políticas, Infancia y Adolescencia del 2010 al 2030, y los trabajos del señor Calvo y del 
sociólogo Gustavo De Armas”. 


Continuamos con la consideración del proyecto de ley por el que se establece el Derecho a la 
Identidad de Género, Cambio de Nombre y Sexo Registral. 


Según tengo entendido, la idea es ir analizando cada uno de los artículos y proceder a su votación 
para poder dejar aprobada esta iniciativa en la sesión de hoy. 


Léase el artículo 1. 
(Se lee:) 


“Artículo 1%. Derecho a la identidad de género.- Toda persona tiene derecho al libre desarrollo de 
su personalidad conforme a su propia identidad de género, entendida ésta como aquella sentida como tal 
por la persona independientemente de cual sea su sexo biológico, genético, anatómico, morfológico, 
hormonal, de asignación u otro. 


Este derecho incluye el de ser identificado de forma que se reconozca plenamente la identidad 
de género propia y la consonancia entre esta identidad y el nombre y sexo señalado en los documentos 
identificatorios de la persona, sean las actas del Registro de Estado Civil, los documentos de identidad, 
electorales, de viaje u otros”. 


En consideración. 


Si bien en este caso está utilizada la terminología correcta, deseo dejar constancia de que el 
Ministerio de Educación y Cultura propone que en todos los artículos se establezca “Registro de Estado 
Civil” y no solamente “Registro”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


—6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 2*. 
(Se lee:) 


“Artículo 2*.- Legitimación. Toda persona de nacionalidad uruguaya, podrá solicitar la rectificación 
de la mención registral de su nombre, sexo o ambos, cuando los mismos no coinciden con su identidad de 
género”. 


—En consideración. 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2". 
(Se vota:) 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 3. 
(Se lee:) 


“Artículo 3%. Procedimiento y competencia.- La rectificación de la mención registral del nombre y 
del sexo se tramitará administrativamente ante la Dirección General del Registro de Estado Civil, a petición 
del interesado y previo aval de un equipo técnico de esa Dirección, el que deberá estar constituido en 
forma multidisciplinaria y especializado en identidad de género y diversidad. En caso denegado o 
transcurridos 150 (ciento cincuenta) días sin que la Dirección se expida, podrá ocurrir a la vía judicial 
(artículo 406.2 del Código General del Proceso), siendo competentes los Juzgados de Paz 
Departamentales (Artículos 71 y 72 de la Ley N* 15.750, de 24 de junio de 1985)”. 


En consideración. 


SEÑOR LONG.- Ya que en relación a este artículo vamos a proponer una modificación importante, quiero 
hacer primero un comentario de carácter general, en cierto modo invocando a mi Partido. Desde el 
comienzo del tratamiento de este proyecto de ley hemos entendido que este es un problema pendiente que 
tiene la sociedad uruguaya y que, más allá de las consideraciones subjetivas que cualquier ciudadano 
quiera realizar, afecta a un conjunto de compatriotas que atraviesan una situación sin duda compleja, lo 
cual ha quedado claro a través de las distintas comparecencias que hemos tenido en esta Comisión. Por 
tanto, es nuestro deber como legisladores buscar la mejor solución y, además, desde un primer momento 
nos ha parecido adecuado que este tema sea abordado en el seno de esta Comisión. Debe quedar clara, 
entonces, nuestra convicción en cuanto a que este tema debe ser analizado y no debemos ignorarlo, sino, 
por el contrario, buscar, reitero, una solución. 


Justamente, en ese marco y con ese propósito, es que nos permitimos proponer -—a título 
personal- una alternativa al artículo 3%. Hemos consultado diversos expertos en la materia, pues todos 
reconocerán que este es un tema de considerable especialización. En particular, la doctora Ema Carozzi, 
que es una destacada jurista en estos temas, nos hizo la propuesta —que nosotros hacemos nuestra— de 
que este procedimiento sea tramitado ante los Juzgados Letrados de Familia. Hasta ahora, cuando se ha 
recurrido a la Justicia ésta se ha expedido —incluso en algunos dictámenes en forma expresa— 
señalando que no existe ley habilitante que permita resolver el tema. Entonces, si bien han existido casos 
que sí se han resuelto, en otros la propia sentencia establece que no existe una ley que prevea esa 
posibilidad y, por tanto, no se ha accedido —no por un tema de fondo o porque no existiera mérito- a una 
resolución favorable pues se entiende que existe un vacío legal. Existen las dos opiniones y creo que el 
proyecto de ley tiende a subsanar el tema de dicho vacío legal. Sin embargo, a nuestro juicio la acción de 
un Juzgado es mucho más cierta, más imparcial, pudiendo además recurrir a todos los elementos de juicio 


necesarios para realizar el mejor dictamen. Además, creo que si se hace de esa manera nos veremos 
amparados, pues las decisiones se tomarán siguiendo determinados procedimientos y con todas las 
garantías del caso. Obviamente, esto no va en demérito de la Dirección General del Registro de Estado 
Civil sino que, por el contrario, creo que le hacemos un favor al trasladar este tema tan complejo y delicado 
en el cual seguramente haya que hacer un análisis caso a caso— a un organismo especializado para 
emitir este tipo de fallo. 


En definitiva, vamos a presentar un texto sustitutivo para este artículo 3%, que ya tengo en mi 
poder, y que voy entregar a la Secretaría para que se reparta a los integrantes de la Comisión. El mismo 
expresa: “Artículo 3%.- Procedimiento y competencia. La adecuación del nombre y del sexo en las partidas 
de nacimiento se tramitará ante los Juzgados Letrados de Familia, mediante el proceso voluntario previsto 
por el art. 406.2 CGP (art. 69 de la Ley N* 15.750). Una vez recaída la providencia que acoge la solicitud de 
adecuación, el Juzgado competente oficiará al Registro de Estado Civil y a la Intendencia Municipal 
respectiva, a fin de que se adecuen los datos de ambas partidas de nacimiento”. 


Esta es nuestra propuesta. 


SEÑORA XAVIER.- A efectos de que me quede clara la propuesta del señor Senador Long, quisiera saber 
si, a su juicio, la idea es que el marco legal otorgue la posibilidad pero que, en última instancia, sea el 
Poder Judicial, Poder independiente, el que resuelva si hay o no adecuación del nombre y sexo. En 
realidad, estoy de acuerdo en que el marco legal consagre ese derecho aunque, obviamente, luego 
requiera determinados procedimientos para hacerlo efectivo. 


De todos modos, lo que no me queda claro —quizás se deba a que recién escucho el planteo— es 
si, en última instancia, existe como una especie de delegación en el Poder Judicial en cuanto a la 
posibilidad de asignar o no el cambio. Cuando el señor Senador Long fundamentó su propuesta, me dio la 
impresión de que, en definitiva, se trataría de una delegación de funciones, es decir, que sería un marco 
legal amplio. Por ello, pregunto al señor Senador Long cuál es el alcance de este artículo sustitutivo. 


SEÑOR LONG.- Procuraré traducir todo ese informe en forma sintética para no tener que leer todo. A mi 
entender, lo que estamos estableciendo por vía legal, empezando por el artículo 1% que ya lo votamos, es el 
derecho de la persona a establecer su identidad de género, en los términos en que la ley lo habilita. Es 
decir que la ley habilita esa posibilidad, pero con la diferencia de que, antes, el que tomaba la decisión de si 
correspondía o no —alguien tiene que ser el encargado de ello— era la Dirección General de Registro de 
Estado Civil y, ahora, en este caso y con esta propuesta, quien tomaría la decisión sería el correspondiente 
Juzgado Letrado de Familia. 


SEÑORA XAVIER.- Ahí radica mi confusión. Una cosa es que el artículo 3? exprese que se tramitará 
administrativamente ante la Dirección General de Registro de Estado Civil y otra —es lo que entendí del 
fundamento del señor Senador Long- que la Justicia pueda o no conceder esa solicitud. Entonces, no se 
trataría únicamente de realizar un trámite de índole administrativo, en base a un derecho que la ley 
consagra por el artículo 1%, sino un paso más que no es el ejercicio de pleno derecho asignado en el 
artículo 1*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría analizar este artículo en conjunto para poder ordenar la discusión 
porque, por un lado, tenemos el artículo 3"; por otro, este mismo artículo pero con modificaciones, y, por 
último, la propuesta de un artículo sustitutivo. En este sentido, quiero señalar que estas tres alternativas, 
realmente, tienen diferencias bastantes notorias, respecto de la forma, aunque en lo que tiene que ver con 
el contenido se acercan. 


Creo que para el trabajo de la Comisión sería conveniente tener un panorama de conjunto de lo 
que dispone este artículo 3”, sobre el que se manejan tres textos. Uno de ellos contempla la modificación 
introducida por el Ministerio de Educación y Cultura, en la que no se habla de la Justicia; otro, es el texto 
que venimos analizando en la Comisión, en el que sí se cita a la Justicia, pero también a un equipo 
multidisciplinario dependiente de la Dirección General de Estado Civil; por último, hay un artículo sustitutivo 
en el que no se habla de ese equipo multidisciplinario. A mi juicio, estas cosas nos obligan a analizar en 
conjunto el tema. 


Seguramente ustedes se preguntarán por qué traje a colación este punto. El artículo 3% propuesto 
por el Ministerio de Educación y Cultura, al no hacer intervenir en este asunto a la Justicia, nos posiciona 
en un extremo; en la otra punta está el artículo sustitutivo, que sí la hace intervenir; pero existe una 
solución intermedia, en la que intervienen tanto el equipo multidisciplinario como la Justicia, pero con una 
diferencia: en este caso, es el Juzgado de Paz departamental el que aparece interviniendo, mientras que 
en el artículo sustitutivo es el Juzgado Letrado de Familia el que lo hace. 


Realizo este planteamiento para que desde este ámbito podamos analizar el panorama en su 
conjunto. 


SEÑORA PERCOVICH.- Evidentemente, el Poder Ejecutivo eliminó una parte de lo que nosotros 
propusimos, porque introdujimos a la Justicia en caso de denegatoria, para que el implicado o la implicada 
tuvieran una alternativa a la que recurrir. 


Por otra parte, nos parece que esto debe diligenciarse por la vía de los Juzgados de Paz, que 
tienen sede en todo el país, y no por los Juzgados de Familia —como lo propone el señor Senador Long-, 
porque ellos no son precisamente los más indicados en estos casos. Tal como lo señaló la señora 
Senadora Xavier, aquí estamos generando un derecho que tiene que aplicarse administrativamente, y 
solamente en caso de litigio podrá intervenir la Justicia. 


Ahora bien, el Poder Ejecutivo ha simplificado los procedimientos en un solo artículo, lo cual nos 
parece bien porque, en realidad, el procedimiento y la competencia constituyen una sola materia. 


Comparto con el señor Senador Long que debe quedar claro a qué instancia puede recurrir quien 
está implicado. Ahora bien, existiendo un equipo técnico de referencia —como se consagra en otros 
artículos— que es el que tiene que asesorar, lo que no comparto de la propuesta planteada es que ello se 
tenga que diligenciar solamente en los Juzgados de Familia. Nosotros tenemos muchos problemas con los 
Juzgados de Familia y con su conceptualización con relación a estos nuevos derechos; es más, tenemos 
problemas para definir, por ejemplo, los temas de violencia familiar y de abuso infantil, y en estos 
momentos estamos teniendo inconvenientes con los peritos del Poder Judicial. Hemos logrado abrir una 
brecha de capacitación con el Centro de Estudios Judiciales, pero es una institución tan endógena que, 
Administración tras Administración, nos viene costando mucho poder avanzar en materia de 
calificación de los técnicos de las instituciones del Poder Ejecutivo. Actualmente, se ha instalado una 
Comisión —aprobada en el Período anterior a iniciativa de un señor Representante Nacional del Partido 
Colorado— abocada al estudio de los temas específicos de discriminación, con equipos técnicos, etcétera, 
porque consideramos importante utilizar la institucionalidad del Poder Ejecutivo. Ahora bien, es claro que 
en caso de litigio la situación cambia; sería algo casi de orden, por lo que ni habría que establecerlo. Por 
esa razón, el señor Subsecretario del Ministerio de Educación y Cultura ha procedido a eliminar ese 
aspecto, ya que -obviamente-— se trata de un derecho. 


Sin embargo, si a algo me resisto hoy es a ceñir la aplicación del Derecho solamente a los 
Jueces. En este sentido, son muchas las discusiones que he tenido con la doctora Ema Carozzi con motivo 
del proyecto de ley de unión concubinaria, así como con la Cátedra de Derecho de Familia. Creo 
francamente que, exceptuando a la doctora Luz Calvo —con quien hoy compartíamos un panel hablando de 
estos temas-—, la capacitación en estos aspectos está un poco atrasada, lo que ha sido reconocido, incluso, 
por las propias autoridades de la Facultad de Derecho. 


Por otro lado, como el mismo señor Senador Long decía, en la actualidad el cambio de nombre 
se autoriza solamente en los casos de operación, y aun así, hay Jueces que entienden que la autorización 
no debe darse. Entonces, no me parece conveniente dejar esto sujeto al marco conceptual de los Jueces. 
Cuando se crea un derecho, preferiría que hubiera una cuestión administrativa, por decirlo de algún modo; 
esto es, un estudio de la persona por parte de un equipo técnico especializado en los temas de 
discriminación, con el objeto de determinar si realmente se cumplen los presupuestos de alguien que tiene 
cierta identidad de género, lo cual ha quedado demostrado a lo largo de una cantidad de años por sus 
vecinos, familiares, entorno sanitario, etcétera. 


En definitiva, reitero que de ninguna manera me parece conveniente que esto quede sujeto al 
criterio de un Juez que puede tener sus preconceptos al respecto, tal como ha quedado demostrado en las 
sentencias que ha habido, que han sido muy distintas, dependiendo del Juez actuante. 


SEÑOR LONG..- Por mi parte, son varios los comentarios que voy a realizar. 


Ante todo, entiendo que en la medida en que la ley establezca claramente la posibilidad o el 
derecho de que se trata, los Jueces aplicarán eso como corresponde a su formación, esto es, de manera 
técnicamente adecuada y con absoluta ecuanimidad y justicia. Hoy en día algunos magistrados han 
entendido que no están habilitados para expedirse en cuanto a casos de cambio de identidad, debido a un 
vacío legal existente en la materia, y lo cierto es que a partir de la aprobación de esta norma tendrán un 
marco legal actualizado que les permitirá hacerlo. 


Ahora bien, la propuesta de la señora Senadora Percovich parte de la base de que, denegada la 
solicitud, e incluso en los casos en que no hay respuesta luego de transcurridos los 150 días, deberá 
intervenir la Justicia. De manera que se parte de la base de que la Justicia es quien tiene la posibilidad de 
dar una solución más adecuada. Entonces, me pregunto por qué no plantear esto en todos los casos, para 
que sea la Justicia la que decida en definitiva. 


Con respecto a la cuestión de que un Juez pueda tener preconceptos, digo lo siguiente. Si nos 
basamos en esa idea tendríamos que eliminar el Poder Judicial, porque todo Juez puede tener algún 
preconcepto. Ahora bien, justamente nosotros no podemos pensar que cuando un Juez emite una 
sentencia que no nos satisface —por la razón que fuere— lo hace en base a un preconcepto. Francamente, 
entiendo que eso sería prácticamente quitar toda validez a los fallos de los Jueces. Estos últimos siempre 
van a fallar de acuerdo con su formación y con lo que entienden que es pertinente o adecuado. Es claro 
que la sentencia emitida podrá gustarnos o no, pero de ninguna manera podemos partir de la base de que 
ella se fundó en un preconcepto. 


A su vez, pensemos en lo siguiente Si un Juez —aun uno formado específicamente para tomar en 
cuenta todos los elementos de juicio y adoptar una decisión en forma ecuánime— puede decidir bajo la 
acción de un preconcepto, ¿qué queda para un simple comité técnico que se reúna para tratar el tema? Ahí 
puede haber más razón, a favor o en contra, y puede depender, incluso, hasta de los vaivenes de los 
Poderes Ejecutivos. Digo esto porque mañana, con otro Poder Ejecutivo, puede modificarse la integración 
del comité técnico. Creo que eso sí va a estar mucho más sujeto a los vaivenes y preconceptos que 
puedan tener las personas que integren esa Comisión. Hay que ver esto en perspectiva y tener en cuenta 
que la voluntad que hoy pueda tener un Poder Ejecutivo puede cambiar con otro en el futuro. 


Creo que si esto queda en manos de la Justicia nos da más garantías, por supuesto, 
estableciendo por ley las herramientas para que los Jueces que quieran resolver estos casos lo puedan 
hacer, por sí o por no, porque tampoco se está diciendo acá que siempre se va a acceder a lo que se 
solicite. Pensamos que quien tome una decisión tan delicada debe estar formado para ello y también debe 
tomar en cuenta todos los elementos de juicio, los testimonios técnicos y de las personas que conviven con 
el solicitante. En suma, debe considerar todos los datos que se requieran para tomar una decisión a 
cabalidad, de acuerdo a lo que la ley —ahora sí— lo habilita. De modo que una vez colmado el vacío legal, 
esas situaciones se van a poder resolver de la mejor manera posible. 


A pesar de que dedico unos cuantos párrafos a explicar por qué tendría que ser un Juzgado 
Letrado de Familia y no un Juzgado de Paz Departamental, no lo voy a plantear ahora porque sería una 
discusión subsidiaria de la anterior. Si coincidiéramos en que es mejor que la Justicia resolviera en estos 
casos, recién entonces veríamos la redacción específica del artículo. 


SEÑORA PERCOVICH.- Sólo deseo agregar un argumento: para mí, la accesibilidad es una barrera. Digo 
esto porque el Poder Judicial cuenta solamente con sus peritos -que son pocos-— y la cantidad de casos se 
acumulan. Supongo que este tipo de casos iría al montón de casos por definir, entre los muchos que tienen 
para resolver los Juzgados de Familia. Entonces, repito, creo que también hay un tema de accesibilidad. 


SEÑOR ANTÍA.- Estoy escuchando las observaciones planteadas y no me parece mal que intervenga la 
Justicia, pero tal vez en una etapa final. Quizás, para resolver esto, habría que recorrer un camino que se 
inicie en la oficina administrativa del Registro -donde se recogerían los informes técnicos— y que continúe 
en la Justicia, a la que se le fijará un plazo para que tome posición; y si no lo hace dentro del plazo, 
quedará firme. Entonces, la Justicia sería una etapa más. Tal vez, esto nos dé más garantías y subsane la 
falta de resolución de estos problemas, que se dejan de lado por entenderse que hay otros asuntos 
prioritarios. De modo que propongo que el trámite se inicie en el Registro, donde se realizarían los 


informes técnicos, y luego se envíe la documentación a un tribunal final, que siempre tiene la posibilidad de 
llamar a algún testigo si es que tiene alguna duda. Me parece que eso da más garantías que si todo queda 
en manos del Director del Registro, más allá de discutir en qué Juzgado se debe resolver este punto. Lo 
que me hace razonar en esta línea es ver que los técnicos que asesoran al grupo trans son los mismos 
que asesoran al Ministro. No veo demasiada objetividad en la toma de decisiones; al revés, creo que va a 
haber un voluntarismo a favor de otro. Pienso que debemos dar ciertas garantías y ese doble proceso 
ayuda. Se establece que en caso de denegación o transcurridos 150 días sin que la Dirección se expida, se 
puede ocurrir a una instancia posterior. Es decir que no sería un proyecto ni el otro. Estoy pensando en 
cómo establecer más garantías sin trabar la velocidad de la gestión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es una cuarta posibilidad. 


SEÑOR LONG.- Pensando en voz alta en la propuesta del señor Senador Antía, no sé hasta donde es 
posible fijar plazos o tiempos a la instancia judicial. Hay otro punto que me parece interesante y que tiene 
que ver con levantar esa posible restricción de la que hablaba la señora Senadora Percovich para que una 
persona que no cuenta con recursos y se ve en una dificultad, pueda recurrir al Registro de Estado Civil 
donde le preparen los antecedentes, la documentación correspondiente y los avales técnicos. En caso de 
que todo ello fuera acorde, se elevaría a la Justicia, con lo que la persona llegaría con otra base al ámbito 
judicial. 


SEÑOR ANTÍA.- Creo que eso le daría garantías al proceso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso que es perfectamente viable la propuesta. Por lo tanto, dado que hay 
consenso en ella, debemos trabajar sobre la base de esa nueva redacción. Por lo tanto, postergamos este 
artículo para la semana que viene porque es el más complejo que tenemos para resolver. 


SEÑOR ANTÍA.- Podríamos postergar este artículo y el siguiente porque están unidos. 


SEÑORA PERCOVICH.- La propuesta del Poder Ejecutivo en cuanto a redactar un solo artículo es 
sensata. En realidad el “nomen juris” del artículo es “Procedimiento y competencia”; se establece todo en 
uno. Creo que tendríamos que agregar lo que señalaba el señor Senador Antía por cuanto siempre —y no 
sólo en caso de litigio- va al Poder Judicial y allí se establecerían los Juzgados. 


El artículo 4” se refiere a situaciones especiales, es decir que no se exige la cirugía de 
reasignación de sexo. 


Me parece que sería más claro juntar en un tercer artículo el procedimiento y las competencias y 
dejar aparte las situaciones especiales, como la no exigencia de cirugía, pero en el caso de que la persona 
haya procedido a ella no es necesaria la definición del equipo técnico. 


SEÑOR PRESIDENTE. El señor Senador Antía va a redactar la modificación propuesta y se va a cambiar 
el artículo —tal como viene del Ministerio de Educación y Cultura— manteniendo unido el tema de los 
requisitos. 


Por lo tanto, se realizaría una nueva división, conformando un artículo 4% con las situaciones 
especiales. Si los señores Senadores están de acuerdo, podríamos avanzar hasta ese punto. 


En concreto, la propuesta es que el señor Senador Antía presente una nueva redacción y que se 
unifique el artículo 4* original, que establece los requisitos, con el del Ministerio de Educación y Cultura. En 
consecuencia, si los integrantes de la Comisión están de acuerdo, deberíamos votar negativamente para 
que el artículo quede redactado con las modificaciones propuestas por el Ministerio de Educación y 
Cultura. 


SEÑOR ANTÍA.- Siguiendo el criterio manejado por el señor Presidente, podríamos votar el artículo 4? del 
proyecto de ley presentado por el Ministerio de Educación y Cultura y quedaría la misma numeración. Creo 
que estaríamos de acuerdo en eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando se redacte nuevamente, se tendrá en cuenta que eliminamos el artículo 
4” del proyecto original. 


En otro orden de cosas, quizás podríamos avanzar en el tema de los Juzgados competentes 
porque todavía no lo hemos discutido y, por ende, no lo hemos resuelto. 


SEÑOR ANTÍA.- Se podría realizar una consulta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería bueno realizarla para determinar si este tema estaría dentro de las 
competencias de los Juzgados de Paz o de los Juzgados de Familia -solicitamos a la Secretaría que se 
encargue de esto— pero tendríamos que resolver a quién hacerle la consulta con respecto a la ejecutividad, 
la competencia y la cobertura nacional, que es muy importante porque el interior podría quedar relegado. 


SEÑOR LONG.- Coincido con los criterios generales que se están manejando, pero antes de finalizar la 
discusión de este artículo quisiera dejar una constancia. No sé si capté con precisión las palabras de la 
señora Senadora Percovich en cuanto a que, de repente, algunas personas o los integrantes de la Cátedra 
de Derecho de Familia de la Universidad de la República podían estar atrasados o algo por el estilo. Quiero 
acotar que no está dentro de mis posibilidades emitir un juicio global —por otra parte, no lo haría- sobre la 
Cátedra de Derecho de Familia, pero en particular puedo decir que la doctora Ema Carozzi a quien cité 
anteriormente, es una reconocida especialista, incluso en el ámbito internacional. Es una persona que tiene 
una visión moderna y actualizada de estos temas y me consta que actúa con una gran sensibilidad y 
ecuanimidad al abordar esta problemática tan delicada. Quería dejar constancia de mi opinión a este 
respecto. 


En cuanto a quién consultar, dado que es un tema de competencia del ámbito judicial, no 
deberíamos descartar a la Suprema Corte de Justicia que, tal vez, sea la que pueda laudar con mayor 
propiedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, realizaríamos la consulta a la Suprema Corte de Justicia. 
Léase el artículo 4% tal como quedaría redactado. 
(Se lee:) 


“Artículo 4”. Situaciones especiales.- En ningún caso se exigirá cirugía de reasignación sexual 
para la concesión de la rectificación registral de la mención del nombre propio o del sexo que fuere 
disonante de la identidad de género de la persona a la que se hace referencia en dicho documento. 


Cuando la persona haya procedido a la cirugía de reasignación sexual, no le será necesario 
acreditar el extremo previsto en el numeral 2) del artículo anterior.” 


Léase la referencia. 
(Se lee:) 
“ 2) la estabilidad y persistencia de esta disonancia durante al menos 2 (dos) años”. 
En consideración. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quiero señalar que el hospital universitario —que es la institución que hace este 
tipo de operación gratuita y, si no me equivoco, es el único en América Latina que realiza esta intervención— 
tiene un protocolo y cuenta con un equipo integrado por profesionales especializados —psiquiatras, 
médicos, psicólogos, técnicos— para atender a la persona que quiere acceder a la reasignación de sexo. 
Me parece importante remarcar esto porque se trata de un tipo de operación que no se hace porque sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 

—6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 5*. 
(Se lee:) 

“Artículo 5%. Efectos.- 


1) La resolución que autorice la rectificación de la mención registral del nombre y en su caso 
del sexo, tendrá efectos constitutivos a partir de la fecha en que se haga efectivo dicho cambio en la 
partida de nacimiento. 


2) Si la persona interesada solicita la reserva del cambio registral efectuado, se procederá a 
anular la partida de nacimiento original y a la realización de una nueva inscripción, dejando constancia 
al margen de la resolución que lo dispuso. 


En caso contrario, se rectificarán los datos al margen de la partida de nacimiento original. 


3) En ningún caso alterará la titularidad de los derechos y obligaciones jurídicas de la persona 
cuyo registro se modifica ni será oponible a terceros de buena fe. 


4) El cambio registal del sexo permitirá a la persona ejercer todos los derechos inherentes a su 
nueva condición.” 


En consideración. 


SEÑORA PERCOVICH.- En la propuesta que hizo el Ministerio de Educación y Cultura se elimina la 
expresión “dejando constancia al margen de la resolución que lo dispuso”. En realidad, introdujimos este 
texto en la redacción, precisamente, por las preocupaciones que nos plantearon las personas de los 
colectivos con los cuales trabajamos para tratar de entender cuáles eran los problemas que se presentaban 
y cómo se expresaban las subjetividades con relación a este tema. Concretamente, algunos nos dijeron 
que no tenían interés en que se modificara la partida de nacimiento porque habían nacido con determinado 
sexo y querían que quedara una constancia de ello, pero sí querían modificar el documento que se utiliza 
para los trámites públicos y más visibles porque en esas oportunidades es cuando más sienten la 
discriminación. No sé si hay algún elemento técnico —no recuerdo que el señor Director del Registro haya 
mencionado alguno-— por el cual se haya eliminado esto. Quizás lo que se agrega con respecto a que “Este 
procedimiento será reglamentado en un plazo de 6 meses” determinará en qué casos se deja la constancia 
y por esa razón se entiende que no es necesario que quede establecido en el proyecto de ley. 


Con respecto al otro agregado, que diría “El interesado o los causahabientes podrán solicitar la 
partida original”, me parece que también es de derecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de continuar, deseo hacer una referencia a la fundamentación de la señora 
Directora Martínez que me entregó la señora Secretaria y que es importante que la Comisión conozca. Dice 
así: “En concreto, me refiero al tema de si debe haber rectificación de la partida o se tiene que eliminar 
para que haya una mayor reserva. Otro elemento a tener presente es el hecho de que esta situación no 
perjudique los derechos patrimoniales, pensionarios o educativos de la persona solicitante y tampoco se 
convierta en un perjuicio para terceros”. 


SEÑORA XAVIER.- En principio, no estoy de acuerdo con la eliminación de la partida porque es parte de la 
historia de las personas que, en un momento, toman ciertas decisiones que no implican renegar de un 
origen determinado; asumirlo para resolver el cambio es importante desde el punto de vista psicológico y 
afirma esa alternativa por la que se opta en otra instancia de la vida. Se puede decir que eso se hace en la 
elaboración que la persona es capaz de ir procesando y no en un papel, pero creo que éste da una 
garantía adicional a ese origen. 


En la medida en que adecuemos la parte que tiene que ver con la vida cotidiana y la 
documentación para todas las dificultades que estas personas nos han planteado desde el punto de vista 
laboral, de la asistencia y de los viajes, me parece que queda subsanado el tema con el que estamos en 
deuda en materia de legislación. Por otra parte, de este modo no hacemos una alteración que, a mi juicio, 
no se justifica para este marco legal. A esta altura lo entiendo así, pero si alguien tiene alguna 
argumentación fuerte por la cual pudiera hacerme cambiar de opinión, quisiera escucharla; de lo contrario, 
soy partidaria de mantener esto y, al margen de la partida de nacimiento, dejar las constancias como prevé 
el proyecto de ley, sin ningún tipo de eliminación de una etapa del proceso registral de una persona. 


SEÑOR ANTÍA.- En el mismo sentido de lo expresado, creo que la constancia en la resolución que lo 
dispone es lo que da garantías a la persona de que se respetarán sus derechos. Si se dispone un cambio y 
para ello se dicta una resolución, debe quedar una constancia porque es una garantía para el propio 
beneficiario o interesado; proceder de modo contrario, me parece que es borrar el pasado y, por ende, no 
podemos caer en eso. 


SEÑOR LONG.- Quiero argumentar en la misma línea e, incluso, tengo una propuesta de redacción sobre 
este artículo, que va en esa dirección y que luego voy a comentar. Antes, quiero sumar otro argumento a 
los ya planteados, en el sentido de que parte del fondo de esta discusión y de este proyecto de ley es que 
estamos encarando la realidad tal como es. Como se dijo, es parte de la historia y de romper con los 
prejuicios el hecho de que una persona, por determinadas razones —que estarían contempladas en la ley-, 
haga este proceso que no se tiene por qué estar tratando de disimular o de ocultar. 


Por lo tanto, en concreto, voy a hacer llegar una propuesta de artículo 5% —como es lógico, no 
digo que deba ser ese el texto— en la que, básicamente, se modifica el numeral 2) del proyecto remitido por 
el Ministerio de Educación y Cultura, donde sólo dejaríamos la frase que dice: “Se rectificarán los datos al 
margen de la partida de nacimiento original”. Los otros cuatro numerales mantendrían su redacción original. 


SEÑORA DALMÁS.- Estoy de acuerdo con los argumentos vertidos en Sala y, además, destaco que el 
Ministerio de Educación y Cultura agrega un numeral 3) que establece: “El interesado o los causahabientes 
podrán solicitar la partida original”. Tengamos en cuenta que se trata de un caso muy factible de ocurrir, a la 
vez que reconozco que es mucho más terrenal que todo lo que se ha estado hablando anteriormente. Una 
persona de sexo masculino que tuvo un hijo y luego cambió de sexo, el día de mañana puede querer que 
ese hijo perciba una pensión. Por este hecho es que también estoy argumentando a favor de que se 
registre en la partida original. No hay dudas de que “causahabientes” es un término de la seguridad social. 
Insisto en que ellos pueden estar interesados en que esa partida original pueda obtenerse a los efectos de 
exigir un derecho pensionario. 


En definitiva, a los argumentos ya esgrimidos por los colegas quería sumar este otro más 
pragmático pero también de fondo: el hecho de que una persona cambie de sexo no implica que deje de 
ser la misma persona o que abdique de sus responsabilidades familiares. 


SEÑORA PERCOVICH.- Esto queda claro en el artículo 7%, en el cual se establece que la cédula de 
identidad, el pasaporte y la credencial cívica seguirán siendo los mismos. Si esa persona tiene deudas o es 
un criminal que pretende escapar de la Justicia, a esos efectos seguirá siendo la misma persona. Por ello 
el artículo 7* explicita claramente en las comunicaciones a los distintos Registros que los documentos 
serán los mismos. En todo caso, se conservará el mismo número de cédula de identidad, pasaporte y 
credencial cívica. 


SEÑORA DALMÁS.- Como hija de una persona que cambió su sexo y ya falleció, ¿cómo puedo probar 
que es mi padre si hoy en día tiene un sexo registral de mujer? Debe haber una constancia. Más allá de 
que la cédula de identidad sea la misma, por algo se habla de los causahabientes, en tanto se trata de una 
situación diferente a la de la persona que quiera cometer un dolo. Es imposible que alguien que comete un 
dolo y luego cambia el sexo registral pretenda no ser descubierta ya que tendrá el mismo número de 
cédula de identidad. Insisto en que un causahabiente debe poder demostrar que es hijo o hija de una 
persona que cambió de sexo. 


SEÑOR ANTÍA.- Acá estamos trabajando sobre dos temas y nos estamos enredando la piola. Si después 
de esta discusión vamos al artículo 5% del texto original, y le agregamos un quinto numeral en el que 
incluyamos esto de los causahabientes, quedamos cubiertos por todos lados y redondeamos la disposición. 


SEÑOR LONG.- A mi juicio no, porque en el texto original está la anulación de la partida original. 
SEÑOR ANTÍA.- Pero siempre queda la constancia; se anula, pero no desaparece. 


SEÑORA PERCOVICH.- A la propuesta del señor Senador Antía le agregaría, al final, que el procedimiento 
sea reglamentado en un plazo de seis meses y, de esa manera, complementamos las dos propuestas. 


SEÑOR LONG.- La duda que se me está presentando es si, en esos casos en que queda efectuada la 
reserva, no se obliga luego al causahabiente a ir por la vía judicial para levantar esa reserva y poder 
acceder a la información. Estoy de acuerdo con que es muy distinta la propuesta original que la que plantea 
el Ministerio, pero, de todas maneras, en cuanto al tema de la reserva del cambio registral efectuado tal 
como se planteaba en un origen —es decir, con la anulación de la partida de nacimiento original y la 
realización de una nueva inscripción, etcétera— realmente parecía un intento de borrar hechos que ya 
sucedieron, lo que no tiene sentido. En ese aspecto todos estuvimos de acuerdo. Ahora bien; eliminada esa 
alternativa, me gustaría saber si se gana algo con el hecho de que la persona tenga la posibilidad de 
solicitar esa reserva que anula la partida de nacimiento pero dejando, de todas maneras, constancia de esa 
resolución. Este aspecto no me queda claro. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quiero explicar por qué se establecieron las dos alternativas. La primera, se debe 
a que hay gente que no quiere saber nada con el hecho de que nació hombre, ya que se siente mujer y, por 
lo tanto, es partidaria de que se elimine esa documentación. Eso no quiere decir que no quede ningún 
registro y ese es el motivo por el que se establece que de cualquier manera hay que dejar constancia a 
esos efectos. Entonces, la duda de si hay que agregar algo en la ley para que los causahabientes puedan 
recurrir a ese documento, que tiene al margen la rectificación o que deja constancia de dicho cambio, nos 
lleva a considerar este numeral 3), en el que el Ministerio de Educación y Cultura establece: “El interesado 
o los causahabientes podrán solicitar la partida original”.Creo que el interesado siempre va a poder solicitar 
la partida original, porque es su partida de nacimiento. En cambio, en el caso de los causahabientes no sé 
si no se requeriría algún agregado y decir, por ejemplo: “El interesado o causahabiente, en todos los casos, 
podrá solicitar la partida de nacimiento y le será entregada”, o algo similar. 


SEÑORA DALMÁS.- Se supone que la partida original fue anulada, ¿cómo la va a solicitar? 
SEÑORA PERCOVICH.- Pero quedó constancia. 


SEÑOR LONG.- ¿Y qué ganamos con anular la partida de nacimiento original? Se trata de un simple 
registro de cómo se fueron dando los hechos, es decir, existe una partida original y ahora existe una nueva 
resolución, de la cual se deja constancia y se expide la documentación. Es un documento que va a quedar 
allí. Incluso, me parecía mejor eliminar esa parte y decir: “Se rectificarán los datos al margen de la partida 
de nacimiento original.” Así quedaría tal cual sucedieron los hechos. 


SEÑORA DALMÁS..- Creo entender que puede existir la opción de la persona interesada en la reserva del 
cambio registral, ya que puede no tener interés en que ocurran determinadas cosas después de su 
fallecimiento. Me refiero, por ejemplo, al reclamo de un causahabiente cuyo entorno no conozca los hechos 
del cambio de sexo registral. Creo que se pueden dar otras situaciones en las que se prefiera la reserva. 
Por esa misma razón, pienso que no hay por qué anular, aun con esa reserva, la partida de nacimiento 
original. Debe existir algún procedimiento mediante el cual esto conste claramente. Repito que por algo las 
personas especializadas que integran el Ministerio agregaron la frase que dice el procedimiento “será 
reglamentado en un plazo de 6 meses”. Creo que debe existir un procedimiento que nosotros no 
visualizamos en este momento que permita, por un lado, mantener la reserva y, por otro, no anular el dato 
original. A mí me llama la atención la introducción que hace el Ministerio en cuanto a la reglamentación del 
procedimiento; creo que esto es algo más complejo de lo que nosotros podemos visualizar hoy. Pienso que 
quizás deberíamos reflexionar un poco más sobre este punto, en virtud de estas dudas que tenemos, y 
realizar las consultas del caso, sabiendo que tenemos también otro artículo postergado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La secretaría hará las consultas correspondientes. 


SEÑOR ANTÍA.- En el numeral 2) de este artículo se expresa: “Si la persona interesada solicita la reserva 
del cambio registral efectuado, se procederá a anular la partida de nacimiento original”, etcétera. Me 
pregunto si no convendría, en lugar de expresar “anular” decir “modificar la partida de nacimiento original”. 


SEÑORA XAVIER.- Lo que sucede es que la partida es reclamada para muchos trámites, por lo que en ese 
caso me genera la duda de cómo se preserva —si esa es la voluntad de la persona— ese cambio, siendo un 
documento tan exigido. Queda claro que nadie quiere borrar una etapa, por lo que deberíamos encontrar 
un procedimiento adecuado que, garantizando todos los pasos de la evolución de la persona, preserve su 
voluntad de decir a quien quiera la transformación que decidió. 


SEÑOR ANTÍA.- La voluntad de la persona que se presenta a hacer el cambio es que se modifique lo que 
dice la partida y no que se anule lo que ella expresa. 


SEÑORA XAVIER.- De todos modos, tenemos que ver si existe técnicamente esa posibilidad. 
SEÑORA DALMÁS..- Propongo postergar la consideración de este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, ya se había propuesto su postergación, pero al señor Senador Antía 
le surgió una duda, lo que hizo que se reabriera la discusión. Entonces, haríamos las consultas del caso 
con el escribano Calvo, a los efectos de saber los pasos que tenemos que dar a nivel legislativo. 


Léase el artículo 6”. 
(Se lee:) 


“Artículo 6%. Personas de menos de 18 años de edad.- Tratándose de personas de menos de 18 
(dieciocho) años de edad, el procedimiento tendrá como único efecto la rectificación provisoria de todos los 
documentos de identificación de la persona, debiendo ratificar su voluntad de cambio de nombre y en su 
caso de sexo una vez cumplidos los 18 (dieciocho) años de edad a los fines previstos en los numerales 1) y 
2) del artículo anterior”. 


En consideración. 


SEÑOR LONG.- Este artículo 6? está muy relacionado con el que va a redactar el señor Senador Antía 
que, típicamente, es de procedimiento, por lo que creo que va a ser más clara su resolución si esperamos 
esa redacción. Por este motivo, también propongo posponerlo. 


SEÑORA XAVIER.- En realidad, el resto de los artículos también está relacionado con este. 


SEÑOR LONG.- Me parece que las restantes disposiciones son más sencillas, pero el que señalé no 
porque está más relacionado con el artículo 6*. 


SEÑORA XAVIER.- Creo que el artículo 9” es el único que no tiene relación, por lo que podríamos votarlo 
ahora, pero el resto de las disposiciones refieren a cuestiones de procedimiento, por lo que, de alguna 
manera, están vinculadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, postergamos los artículos 6%, 7? y 8% y damos lectura al 9? para votarlo. 
Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo 9% Comisión Honoraria contra el Racismo, la Xenofobia y toda otra forma de 
Discriminación.- La Comisión Honoraria contra el Racismo, la Xenofobia y toda otra forma de 
Discriminación (Ley N* 17.817, de 6 de setiembre de 2004) tendrá a su cargo brindar asesoramiento y 
acompañamiento profesional a las personas que deseen ampararse en esta ley”. 


En consideración. 


El Ministerio agrega la frase “y que así lo soliciten”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 9% con la modificación señalada. 


(Se vota:) 


=5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


No habiendo más asuntos a tratar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 28 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


